Sentencia 98/2004, de 25 de mayo de 2004, en relación con la Ley de Canarias 5/1996, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 1997 (publicada en el B.O.E. de 10.6.2004).

a)
Antecedentes

-
Promotor del recurso: Estado (nº 1297/1997).
-
Norma impugnada: Ley de Canarias 5/1996, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 1997.
-
Extensión de la impugnación: Artículo 51 y disposición adicional vigésimo quinta
de la Ley.
-
Motivación del recurso: Se estima en el recurso planteado que la Ley impugnada vulnera, por una parte, la competencia exclusiva del Estado para regular las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio del derecho de protección de la salud (art. 149.1.1ª en relación con el artículo CE); la competencia exclusiva estatal sobre legislación de productos farmacéuticos (art. 149.1.16ª), la competencia exclusiva sobre legislación básica y régimen económica de la Seguridad Social, y por último, la disposición adicional vigésimo quinta vulnera la competencia exclusiva del Estado sobre las bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos (art. 149.1.18ª CE).
b)
Comentario - resumen

1.
Limita el Tribunal el objeto del presente recurso de inconstitucionalidad al artículo 51 de la Ley, explicando, en relación con la disposición adicional vigésimo quinta de la Ley, que la Ley de Canarias 8/1998, de 20 de julio, derogó expresamente la misma, lo que ha motivado la pérdida sobrevenida del objeto de aquel recurso en lo que respecta a dicha disposición.
2.
Así pues, se centra la sentencia en el examen del art. 51 de la Ley que dispone:

“1. El Gobierno de Canarias podrá regular gradualmente y por grupos de medicamentos, en el ámbito del Servicio Canario de Salud la fijación de precios de referencia en relación a las especialidades farmacológicas equivalentes, a los efectos previstos en el apartado siguiente. 2. Publicadas esas normas de regulación y con relación a los medicamentos en ellas incluidas, la prescripción por los facultativos del Servicio Canario de Salud, de especialidades farmacéuticas cuyo importe exceda de los precios de referencia fijados por orden departamental requerirá de un informe complementario por el facultativo en el que se justifique,desde el punto de vista terapéutico, la elección de la especialidad prescrita con preferencia al resto de los productos registrados que contengan idéntico principio activo y cuyo importe sea igual o inferior al precio de referencia. Dicho informe deberá ser aprobado por el órgano competente del Servicio Canario de la Salud que, al efecto, se determine por orden departamental, como requisito para la financiación pública de la especialidad prescrita en cuanto al exceso de su importe sobre el precio de referencia. 3. Por el Consejero de Sanidad y Consumo se dictarán las normas precisas para la aplicación de lo dispuesto en el presente artículo”.

Para el Tribunal, el problema a resolver, financiación pública de los medicamentos a través de la fijación de los precios de referencia de las especialidades farmacéuticas, “consiste en encuadrar el objeto de debate en la materia correspondiente de entre aquéllas que determinan el orden de competencias de nuestro bloque de la constitucionalidad”. Descarta el Tribunal el encuadramiento competencial relativo a la “legislación sobre productos farmacéuticos”, “al no formar parte el precepto impugnado de ese conjunto de normas que tiene por objeto la ordenación de los medicamentos en cuanto ‘sustancias’ cuya fabricación y comercialización está sometida -a través de las correspondientes actividades de evaluación, registro, autorización, inspección y vigilancia- al control de los poderes públicos, en orden a garantizar los derechos de los pacientes y usuarios que los consumen. Ciertamente la norma canaria no regula al medicamento en el sentido apuntado, sino que lo contempla en su dimensión de ‘prestación sanitaria’ del sistema de salud, al tener por cometido la regulación de uno de los aspectos fundamentales del acceso a la prestación farmacéutica en términos de igualdad, a saber, el de la financiación selectiva de los medicamentos a través de la fijación de los ‘precios de referencia’ de las especialidades farmacológicas equivalentes”. 

Continua diciendo el Tribunal que, “el precepto impugnado no se circunscribe a la asistencia sanitaria que es dispensada por el sistema de Seguridad Social a favor de los beneficiarios que se encuentran dentro de su campo de aplicación, sino, más ampliamente, a la financiación pública de una prestación sanitaria (el medicamento) proporcionada por el Sistema Nacional de Salud con carácter universalista a todos los ciudadanos. En este sentido, se aprecia que la norma canaria no afecta al régimen económico de la Seguridad Social, ni a sus recursos financieros, ni a la vigencia del principio de ‘caja única’ por el que se rige. Y ello resulta avalado porque la descentralización de la gestión de los servicios sanitarios y el traspaso de servicios y funciones efectuada por la Administración del Estado en materia de sanidad a favor de las distintas Comunidades Autónomas se ha visto acompañada de una nueva forma de financiación de la asistencia sanitaria, que abandonando la específica partida presupuestaria de la Seguridad Social se ha integrado en el sistema general de financiación autonómica junto al resto de las partidas presupuestarias (proceso este que ha culminado con la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía)”. En resumen, finaliza señalando que “la cuestión debatida se encuadra en el ámbito material [correspondiente a la Sanidad (art. 149.1.16ª CE)] (F.J. 5).

3.
En base a lo anterior, concluye la sentencia en relación con las competencias sobre “sanidad” que, al Estado “el art. 149.1.16ª CE le reconoce competencia exclusiva tanto sobre la ‘sanidad exterior’ como sobre las ‘bases y coordinación general de la sanidad’. Por su parte, el Estatuto de Autonomía de Canarias, aprobado por Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto, establece en su art. 32.7 que en el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la misma establezca, corresponde a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución en la materia de sanidad e higiene. Reformado posteriormente el citado Estatuto por Ley Orgánica 4/1996, de 30 de diciembre, la competencia de Canarias en esta materia se recoge en el nuevo art. 32.10, relativo al desarrollo legislativo y ejecución sobre sanidad e higiene y coordinación hospitalaria. Asimismo, el art. 33.3 de la misma norma estatutaria prevé que le corresponde a esa Comunidad Autónoma la competencia de ejecución en la materia de gestión de las prestaciones sanitarias y sociales del sistema de la Seguridad Social y de los servicios del Instituto Nacional de la Salud, Instituto Nacional de Servicios Sociales e Instituto Social de la Marina”. (F.J. 6). 

4.
Una vez sentada la distribución de competencias entre el Estado y la Comunidad Autónoma en materia de “sanidad” analiza el Tribunal en concreto la constitucionalidad de la norma impugnada recordando que, “la norma autonómica recurrida faculta al Gobierno de Canarias para fijar, dentro del ámbito del Servicio Canario de la Salud los ‘precios de referencia’ en las especialidades farmacéuticas y posibilita, asimismo, la financiación pública de las especialidades que excedan de los citados precios siempre que exista informe complementario del facultativo del Servicio Canario de Salud en el que se justifique la elección del medicamento de coste superior al de referencia, informe éste que debe ser aprobado por el órgano competente del citado servicio”.

En este punto mantiene la sentencia que “la facultad que atribuye al Gobierno de Canarias el art. 51.1 de la Ley Canaria 5/1996, lo es sólo para fijar precios de referencia, siempre que respeten los mínimos establecidos por la norma básica estatal. Así entendida, la Ley Canaria sería conforme a la Constitución pues, como hemos argumentado en los FF.JJ. 6 y 7, las bases tienen el significado de mínimos a respetar por la legislación autonómica”. Concluye por tanto señalando que “el precepto así interpretado no vulnera el art. 149.1.16ª CE en lo relativo a las bases y coordinación general de la sanidad” ni vulnera tampoco el derecho a la salud consagrado en el art. 43 CE.

5.
Para terminar, en el Fallo de la sentencia el Tribunal decide:

“1º.
Que el art. 51.1 de la Ley del Parlamento Canario 5/1996, de 27 de diciembre, es conforme a la Constitución entendida del modo expresado en el F.J. 8 in fine.
2º.
En consecuencia, desestimar el recurso de inconstitucionalidad nº 1297/1997, promovido por el Presidente del Gobierno de la Nación contra dicho precepto”.

6.
Primer Voto particular que formula el Magistrado D. Vicente Conde Martín de Hijas al que se adhieren los Magistrados D. Guillermo Jiménez Sánchez y D. Javier Delgado Barrio.

Considera el Magistrado que en la sentencia “debería haberse estimado, y declarado la inconstitucionalidad y consecuente nulidad del art. 51.1 de la Ley del Parlamento de Canarias 5/1996, por la contradicción entre el contenido de dicho precepto y la normativa básica estatal, en concreto de la Ley 25/1990, invadiendo así el título competencial del Estado del art. 149.1.16 en materia de bases y coordinación general de la sanidad.”, considerando que a su juicio, la fijación de los precios de referencia de los medicamentos corresponde al Estado. Concluye diciendo que el precepto impugnado es inconstitucional “porque se le atribuye al Gobierno de Canarias la facultad de fijar en su ámbito territorial precios de referencia, y porque por encima de esos precios se habilita, en las condiciones que el precepto recurrente regula, la posibilidad de la financiación pública del medicamento”.

7.
Segundo Voto particular que formula el Magistrado D. Jorge Rodríguez-Zapata Pérez al que se adhiere don Roberto García-Calvo y Montiel, Magistrado.

Para el Magistrado “la cláusula del estado social y democrático de Derecho del art. 11 CE obliga a considerar que el establecimiento de precios de referencia de productos farmacéuticos es una competencia exclusiva del Estado, también conforme al art. 149.1.1 CE”. Asimismo, señala “la fijación de los precios de referencia de las especialidades farmacéuticas en orden a su financiación pública no es sólo el mínimo común denominador exigible en todo el territorio español sino una condición básica para todos los ciudadanos en el ejercicio de un derecho constitucional como el derecho a la protección de la salud”.

Por tanto, sostiene, el fallo debió de ser estimatorio y declarar la inconstitucionalidad y nulidad del art. 51 de la Ley canaria.

